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Exp. 1172/2023-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 1172/2023/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR:  **********

	DEMANDADA: SÍNDICO MUNICIPAL DE SALINAS PERTENECIENTE AL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI. 
                                                                                                                                                                                                                                                                                           

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: GEORGINA JUAREZ MARTINEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., cuatro de abril de del dos mil veinticuatro. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 1172/2023/2, promovido por el C. **********, señalando como autoridad demandada al SÍNDICO MUNICIPAL DE SALINAS PERTENECIENTE AL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI,  y 
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal, el  cuatro de Diciembre del dos mil veintitrés, por el C. **********, señalando como autoridad demandada al Síndico Municipal de Salinas Perteneciente al Estado de San Luis Potosí,  el contenido del oficio 034/SM/OF/ENV de fecha 08 de septiembre de 2023,  así como las consecuencias de la misma.
II.- A través del acuerdo de nueve de enero dos mil veinticuatro, se tuvo por admitida la demanda promovida por el hoy actor en contra de la enjuiciada por el acto precisado en el Resultando anterior; ordenándose correr el traslado correspondiente a esa demandada –y sus anexos- para que contestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara pertinente. 
Asimismo, se precisó que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69, fracción II y 70, segundo y tercer párrafos del Ordenamiento Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo a la accionante por ofreciendo las pruebas que refirió en su escrito inicial de demanda, de las que se reservó su admisión para el momento que se proveyera sobre la contestación de la demanda.

Se requirió a la parte actora para que manifiestara por escrito, si es su voluntad que las actuaciones procesales dictadas en el presente juicio le sean notificadas por medio del Buzón Electrónico, en cuyo caso deberiá la actora formular su registro correspondiente ante la Secretaria General de Acuerdos de este Tribunal o bien a través de su página de internet ingresando a la siguiente liga: https://tejaslp.gob.mx/buzon_notificacion.html. Lo anterior a efecto de que le sea asignado un correo electrónico del dominio de este Tribunal y la clave de acceso correspondiente para su ingreso al Buzón Electrónico; debiendo informar del trámite realizado a esta Segunda Sala; en el entendido que de no realizar manifestación alguna, las notificaciones que debían practicarse a esa parte actora en el presente juicio, serán de manera tradicional conforme a las reglas establecidas en los artículos 37 y 38 del Código Procesal Administrativo para el Estado vigente.  

III.- En el proveído de diecinueve de febrero de dos mil veinticuatro, se dio cuenta con el oficio y anexos signados por la Autoridad Demandada Síndico Municipal de Salinas, San Luis Potosí,  recibido el dos de febrero del año en curso; visto el contenido del mismo se tuvo a la citada autoridad compareciente, por contestada la demanda, ordenándose correr traslado del oficio contestatorio y su anexo a la parte accionante para los efectos legales correspondientes. 

Asimismo, se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por las partes, las cuales se relacionan a continuación:

A LA PARTE ACCIONANTE:
· Las documentales que anexo a su demanda y

· La instrumental de actuaciones.

·  La presuncional legal y humana.

Al SINDICO MUNICIPAL:

· Copia fotostática certificada de su nombramiento
· La documental que ofreció la parte actora

Finalmente, visto el estado de autos con fundamento en el artículo 245, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se señalaron las once horas del doce de marzo de dos mil veinticuatro, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el diverso 246, del Código en cita, resaltando que debido al fenómeno de salud pública que existe en la república mexicana, a partir del Virus SARS CoV2 (COVID-19) como también que las pruebas a desahogar en la audiencia final eran meramente documentales la audiencia final se celebraría sin la asistencia de las partes.
IV.- En la fecha y hora señaladas en el Resultando anterior, se llevó a cabo la audiencia final, en la que el Secretario de Acuerdos adscrito a esta Segunda Sala Unitaria hizo constar que:

· No asistió ninguna de las partes.

· Dio cuenta de las constancias y actuaciones de autos; como lo fueron el escrito inicial de demanda y la contestación respectiva.

· En el periodo de pruebas: Se tuvieron por desahogadas las ofrecidas por las partes, que fueron admitidas, por su propia y especial naturaleza.
· En el periodo de alegatos: Se dio cuenta que las partes no presentaron.

· No existían pruebas o diligencia alguna pendiente por desahogar, por lo que dio por terminada esa audiencia.

· Se citaba para resolver en definitiva.

C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio contencioso administrativo, conforme a lo dispuesto por los artículos 116, segundo párrafo, fracción V, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, 2°, párrafo segundo y 7°, fracciones I y V, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad municipal de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Segunda Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

El interés jurídico de la parte accionante, queda acreditado con base a lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dado que se acreditó  con el  “El contenido del oficio 034/SM/OF/ENV de fecha 08 de septiembre de 2023.**********
Tocante a la autoridad demandada compareció a dar contestación, Policía Vial de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí quien para acreditar la calidad del cargo y su personalidad, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada de su nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a fojas 25 a la 26 de autos.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La Litis planteada en este juicio contencioso administrativo es determinar la legalidad o ilegalidad del acto impugnado consistente en “El contenido del oficio 034/SM/OF/ENV de fecha 08 de septiembre de 2023, por el cual el Síndico Municipal de Salinas, S.L.P., así como sus consecuencias.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la accionante en su escrito inicial de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228  del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido se advierte que la Autoridad demandada el Síndico Municipal de Salinas, San Luis Potosí, al momento de producir su contestación de demanda, manifestó que el acto impugnado se encuentra fundado y  motivado. Lo anterior prácticamente lo reitera, en el diverso apartado que denominó “EXCEPCIONES Y DEFENSAS”, en la que señaló como excepción la consistente en “SINE ACTIONE AGIS”.

No obstante lo argumentado por la enjuiciada en su contestación de demanda; la suscrita Magistrada considera que esa causal debe desestimarse en virtud de que los razonamientos en los cuales se sustenta, involucra cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio; esto es, constituyen la materia del asunto, al estar estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora, de ahí que no puedan analizarse en este momento como una causal de improcedencia y sobreseimiento. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido la Jurisprudencia número P./J. 135/2001 que es aplicable al caso, por analogía, cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación: 

No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

QUINTO.- Los agravios que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se encuentran localizados en la foja a la 4 a la 7 del expediente en que se actúa, que por economía procesal, se tienen por aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran.

Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- .- De conformidad con el principio de mayor beneficio establecido en el artículo 252, cuarto párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, esta Juzgadora procede a estudiar el primer concepto de impugnación que hace valer el impetrante en su escrito inicial de demanda, en el que arguye medularmente que  “(..) fundado y motivado, entendiendo por ello la cita de los preceptos legales aplicables al caso concreto y su adecuación a los hechos en debate, requisitos que también deben ser observados por las autoridades administrativas, al substanciar cualquier procedimiento, respetando las reglas especiales fijadas para ventilar la secuela. Lo anterior en razón de que en el caso que nos ocupa, la resolución impugnada no reúne los requisitos que marca la carta magna, que establecen la fundamentación y motivación en cada acto que emita la autoridad, ya que esta deberá ser precedida de fundamentos legales, señalándose con ello, la obligación a la fundamentación y motivación, es decir, es exigencia que se dé claridad al trámite.

La fundamentación exigida en las determinaciones adoptadas por las autoridades administrativas, consiste en que el contenido o materia de éstas, debe estar basado y apoyado en una disposición o disposiciones legales específicas, con las cuales todas las autoridades en su caso, justifiquen plena y legalmente su proveído, o sea, haciendo ver que su arbitrio no es ilegal; de lo anterior se encuadra que el requisito constitucional de legal fundamentación estriba, no en la invocación legal de un código o de un cuerpo de disposiciones de legales, pues de ser esto, bastaría que los mandamientos de cualquier índole se fundaran solamente en decir que con fundamento en tal o cual ley; evidentemente dejaría al particular en igual desamparo si esa garantía de fundamentación no existiera, así como expuesto a los desmanes de la potestad pública, al no sujetarse esta al cauce institucional de dicha garantía.

Así el acto aquí impugnado carece de congruencia, motivación, fundamentación y exhaustividad. De acuerdo con el primero, debe haber una relación de concordancia entre lo solicitado por la parte interesada y lo resuelto por la autoridad. La congruencia externa, que consiste en la conformidad entre lo resuelto y lo pedido, y la interna considerada como la coherencia entre las afirmaciones y resoluciones contenidas en esta última.

La motivación y la fundamentación son requisitos establecidos en general para todo acto de autoridad. Como motivación se ha entendido la exigencia de que la autoridad examine y valore los hechos expresados por el gobernado de acuerdo con los elementos de convicción presentados en el proceso. La fundamentación es la expresión de los argumentos jurídicos en los cuales se apoye la aplicación de los preceptos normativos que se invocan por la autoridad para resolver la petición, en definitiva.

El citado artículo 16 constitucional, respecto a la fundamentación señala, que todo acto de autoridad estará (en sentido amplio, es decir, comprende también las civiles, administrativas y las laborales) conforme a la letra o a la interpretación jurídica de ley, y a falta de esta, en los principios generales del derecho, en el caso concreto ante la incorrecta aplicación de la Ley señalada en este escrito, es claro que existe una violación a los derechos humanos de fundamentación y motivación ya señalados.
 Lo anterior es así, ya que deviene indebidamente fundado y carente de motivación, el considerar insuficiente la mención de mi situación laboral y pretender ahora que debió ser acreditada, cuando el propio Código de Procesal Administrativo para el Estado prevé en su artículo 21, los requisitos y formalidades, cuando los que el suscrito debería acreditar mi situación de trabajador no asalariado, debió  requerirme para que lo hiciera dentro del término legal; ya que al no haber efectuado situación, conforme a la disposición legal antes invocada.

2.- Resulta falaz lo argumentado por la Autoridad Demandada, en el sentido de privilegiar la aplicación de una ley especial (leyes y reglamentos municipales) frente a una ley general (Constitución Política); ya que más bien, el caso que nos ocupa se trata del reconocimiento de jerarquía de leyes, siendo que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos es ley suprema y a ella se deben todas las autoridades para el Control Difuso de Constitucionalidad ex officio.(..)”.
A juicio de la suscrita Magistrada, el concepto de impugnación que hace valer el demandante, es sustancialmente fundado, y por lo tanto suficiente para declarar la nulidad del acto impugnado; por las consideraciones legales que se desarrollarán a continuación.
En primer lugar, el agravio del hoy accionante se encuentra encaminado a señalar que el acto debatido se encuentra indebidamente fundado y motivado; por lo que para poder resolver dicho planteamiento, es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
.

En relación a lo anterior es importante precisar que los artículos 164, fracción V, 165, fracción II, y 167, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, son categóricos en señalar que es un elemento y requisito del acto administrativo el estar adecuadamente fundado y motivado y que en caso de que se omitiera o fuera irregular lo anterior, producirá la nulidad del acto administrativo, de tal manera que las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión; habida cuenta que el artículo 16, constitucional impone como obligación que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; ello implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.
Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos; tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248, Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente:
“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.” 

En ese sentido y considerando que se entiende por fundamentación la obligación de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y por la motivación, que deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, esto es, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa, debe concluirse por lo que al acto materia de impugnación se refiere, éste carece de la debida fundamentación y motivación que se exige en el artículo 16 Constitucional.
Lo anterior es así, toda vez que el acto reclamado por la parte actora adolece del requisito de fundamentación y motivación correctas, pues la autoridad no cita normativo alguno en el que funde su actuación; de igual modo, el acto impugnado carece de la motivación adecuada, porque de la simple lectura al texto del acto impugnado se advierte que la demandada no hace razonamiento alguno, del que se infieran los motivos que llevaron a negar lo solicitado por el actor,
En virtud de las anteriores consideraciones, la suscrita Magistrada concluye que  el acto impugnado consistente en “ El contenido del oficio 034/SM/OF/ENV de fecha 08 de septiembre de 2023, por el cual el Síndico Municipal de Salinas, S.L.P. (..)”., debe de cumplir con el requisito constitucional de fundamentación y motivación -establecido en el artículo 16, constitucional-.

(IMAGEN DEL OFICIO DIGITAL)

Es decir en términos generales, se sostiene que la autoridad responsable no indica los fundamentos legales ni los elementos, las razones y motivos que tomo en cuenta para no expedir al actor el descuento por concepto de pago de multa por el concepto de remolque con grúa de Tránsito Municipal y Pensión Municipal que le fue solicitada, toda vez que del contenido del acto impugnado no se advierte la cita de disposición alguna en la que sustente su actuación, ni las razones por las que estimo que no podía, por tanto, es incuestionable que la autoridad demandada al citar únicamente el artículo 21 de la constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y mencionar la Ley de Ingresos del Municipio de Salinas San Luis Potosí, sin citar ningún dispositivo, es evidente que   fue omisa en motivar debidamente el acto impugnado  oficio 0034/SM/OF/ENV,  de fecha 08 de septiembre del 2023, expedido por el Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de Salinas perteneciente al Estado de San Luis Potosí. En términos de los artículos 16 Constitucional; 164, fracción V y 165, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
No pasa inadvertido, que la enjuiciada, al momento de formular su contestación de demanda invoca una serie de motivos por los cuales pretende establecer la legalidad de su actuación, desvirtuando el agravio de la parte actora,   se les concede pleno valor probatorio,  con fundamento en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo, sin embargo, lo cierto es el que se constata,  que al emitir el acto impugnado, el emisor del acto no estableció, el procedimiento llevado a cabo para verificar que la conducta del particular ni se adecua el tiempo de las circunstancias de  la hipótesis de sanción; además de que para que tales documentos lleguen a considerarse complementario del mencionado procedimiento, por lo que no puede tenerse por satisfecho lo precisado en el artículo 164, fracción V, del Código Procesal Administrativo, ya que no resulta valido que se tengan por asentados los fundamentos, si no los motivos en el acto controvertido; al efecto sirve de apoyo a lo anterior la Jurisprudencia que enseguida se cita: 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DEBEN CONSTAR EN EL CUERPO DE LA RESOLUCIÓN Y NO EN DOCUMENTO DISTINTO.- Las autoridades responsables no cumplen con la obligación constitucional de fundar y motivar debidamente las resoluciones que pronuncian, expresando las razones de hecho y las consideraciones legales en que se apoyan, cuando éstas aparecen en documento distinto.”

Así las cosas, esta Juzgadora concluye que resulta procedente, decretar la nulidad del acto impugnado por actualizarse la ilegalidad antes citada, al no reunir el acto impugnado el requisito de fundamentación y motivación, situación que deja en estado de indefensión a la parte actora, pues se ha justificado que se transgredieron, las garantías de legalidad y seguridad jurídica a que se refieren los artículos 14 y 16 Constitucionales.
Derivado de lo anterior, en la especie se actualiza la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la ausencia de fundamentación o motivación del acto impugnado.

En consecuencia, con fundamento en los artículos 251, 252, y 250, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la ILEGALIDAD E INVALIDEZ y por consecuencia  la  NULIDAD  de la determinación contenida en el  oficio 034/SM/OF/ENV de fecha 08 de septiembre de 2023.

Ahora bien, en el caso que nos ocupa la resolución impugnada se emitió en respuesta a la petición formulada por el particular, por lo que este Órgano Colegiado debe ordenar el dictado de una nueva resolución, para solventar la solicitud planteada, pues de otra manera, se dejaría sin resolver la petición, instancia o recurso,  lo cual sería en contravención al principio de Seguridad Jurídica a que se refiere el artículo 16 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, por tanto, la nulidad que se decreta es para efecto de que la autoridad demandada emita una nueva resolución respecto de la petición que da origen al acto de autoridad que aquí se combate, y de manera congruente con lo solicitado con plenitud de jurisdicción resuelva lo que derecho proceda, cumpliendo con el requisito de fundar y motivar debidamente el acto de autoridad competente, conforme lo prevé el precepto constitucional citado con antelación. No obsta a lo anterior el hecho de que si la autoridad está efectivamente facultada para dictar o emitir el acto de que se trate, pueda subsanar su omisión; además, en aquellos casos en los que la resolución impugnada se haya emitido en respuesta a una petición formulada por el particular, o bien, se haya dictado para resolver una instancia o recurso, la sentencia de nulidad ordena el dictado de una nueva, además tomando en consideración las documentales exhibidas por el actor, su solvencia económica y edad avanzada, cumpliendo el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Resolviendo al respecto lo que en derecho corresponda; restituyendo así al Actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados. Sirve de apoyo a lo anterior  y por analogía al caso particular la tesis de jurisprudencia que a continuación se transcribe:


Novena Época, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: XIV, Noviembre de 2001, Tesis: 2a./J. 52/2001, página 32, registro 188431.    

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO.

Si la ausencia de fundamentación de la competencia de la autoridad administrativa que emite el acto o resolución materia del juicio de nulidad correspondiente, incide directamente sobre la validez del acto impugnado y, por ende, sobre los efectos que éste puede producir en la esfera jurídica del gobernado, es inconcuso que esa omisión impide al juzgador pronunciarse sobre los efectos o consecuencias del acto o resolución impugnados y lo obliga a declarar la nulidad de éstos en su integridad, puesto que al darle efectos a esa nulidad, desconociéndose si la autoridad demandada tiene o no facultades para modificar la situación jurídica existente, afectando la esfera del particular, podría obligarse a un órgano incompetente a dictar un nuevo acto o resolución que el gobernado tendría que combatir nuevamente, lo que provocaría un retraso en la impartición de justicia. No obsta a lo anterior el hecho de que si la autoridad está efectivamente facultada para dictar o emitir el acto de que se trate, pueda subsanar su omisión; además, en aquellos casos en los que la resolución impugnada se haya emitido en respuesta a una petición formulada por el particular, o bien, se haya dictado para resolver una instancia o recurso, la sentencia de nulidad deberá ordenar el dictado de una nueva, aunque dicho efecto sólo tuviera como consecuencia el que la autoridad demandada se declare incompetente, pues de otra manera se dejarían sin resolver dichas peticiones, instancias o recursos, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
**********
De acuerdo a lo que establece el artículo 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice que, cuando cause ejecutoria la sentencia definitiva, la Sala prevendrá a la autoridad demandada, o bien, a la autoridad que deba cumplirla, para que dentro del término de diez días informe sobre su cumplimiento, por lo que entonces, ésta Sala Unitaria previene a la autoridad demandada a efecto de que informe sobre el cumplimiento dado a la presente sentencia una vez que ésta cause ejecutoria.   

En virtud de las conclusiones alcanzadas, y toda vez que ya se declaró la nulidad del oficio citado con antelación consistente en el acto impugnado en el presente juicio; resulta innecesario analizar los restantes argumentos que hace valer la parte actora en su escrito inicial de demanda, sin que ello sea violatorio de los principios de exhaustividad y congruencia, toda vez que su estudio no irrogaría un mayor beneficio a la demandante que el obtenido en los términos de este fallo. Refuerza lo anterior, la jurisprudencia 1.2o.A. J/23, sentada por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a la Novena Época, Tomo X, de agosto de 1999, página 647, cuyo rubro, texto y precedentes señalan:

"CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR. La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la Litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia."

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracciones I y V, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 248, 249, 250 fracción II, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ilegalidad, invalidez y por consecuencia  la  NULIDAD  de la determinación contenida en el  oficio 034/SM/OF/ENV de fecha 08 de septiembre de 2023,  así como de sus consecuencias; por lo que se les deja sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos y para los efectos expuestos en el Considerando Sexto de este fallo.
CUARTO.- Notifíquese.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.

“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
� “ARTÍCULO 252…


…


Cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala deberá examinar primero aquéllas que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana.”


� “Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.


…”





� “ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:


…


V. Estar fundado y motivado;


…


ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:


…


II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;


…


ARTÍCULO 167. La omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos establecidos en el artículo 164 del presente Código, producirá la nulidad del acto administrativo, la cual será declarada, de oficio o a petición de parte, por el superior jerárquico de la autoridad que lo haya emitido, salvo que el acto provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso la nulidad será declarada por él mismo.”


� Época: Séptima Época, Registro: 917740, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Apéndice 2000, Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN, Materia(s): Común, Tesis: 206, Página: 168





